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Intervención sobre informes de ingresos y egresos de los actores políticos en campañas del 2016

Como se comprometió en la sesión anterior, se trae a la consideración de este Consejo General, un Segundo Informe sobre el registro de operaciones, de ingresos y egresos en el Sistema Integral de Fiscalización por parte de los protagonistas de las campañas electorales en curso.

El corte que presentamos corresponde al ocurrido hasta el 7 de mayo, esto es a 25 días de que culmine el periodo de proselitismo electoral.

Hay registrados en las 14 entidades con Proceso Electoral Local 4 mil 41 candidatos, pero de ellos, 2 mil 713 no han registrado ninguna operación, el 67 por ciento está siendo omiso y solo 21 candidatos han registrado más de 50 operaciones, es decir sólo el 0.5 por ciento, sólo uno de cada 200 candidatos, tiene un nivel de registro de operaciones consistente.

Además, del apego al principio Constitucional de máxima publicidad al que estamos obligados, el dato es lo suficientemente drástico como para que se atienda desde este máximo órgano de autoridad, 2 de cada 3 candidatos que están en campaña no han rendido una sola cuenta en tiempo y forma de sus ingresos y gastos.

En tiempo quiere decir, a más tardar 3 días de realizada cada operación y en forma es a través del Sistema Integral de Fiscalización en línea.

Quiero señalar que en estos datos no está considerada la totalidad de los candidatos que estarán en las boletas el próximo 5 de junio porque hay entidades como Tlaxcala, donde la autoridad electoral, no ha validado todavía en el Sistema Registro Nacional de Candidatos a todos los contendientes a Presidencias Municipales o Presidencia de Comunidad.

Así, las cifras de este Informe revelan únicamente aquellos casos, la enorme mayoría, donde la ausencia de registro de operaciones se debe en forma exclusiva a una omisión de los propios actores políticos.

Sabemos que estábamos en lo que puede llamarse una era de pérdida de respaldo ciudadano al Sistema Democrático, en México la erosión de la confianza al Sistema de Partidos Políticos es más grave que en el resto del continente.

Precisamente por ello, es una obligación del Instituto Nacional Electoral y de los actores políticos, trazar una ruta de aliento para la propia reproducción del Sistema Democrático, para la reconstrucción no de cero, sino desde números negativos de la confianza hacia la política y sus protagonistas.

Así como la democracia es insostenible sin partidos, la recuperación de la confianza ciudadana es imposible sin rendición de cuentas y transparencia por parte de los actores políticos. No basta tener partidos fuertes, competitivos, con sólidas maquinarias como los que afortunadamente ya existen en plural, necesitamos también partidos abiertos a mostrar sus fuentes de financiamiento y sus formas de gastos, partidos políticos y candidatos abiertos al escrutinio financiero.

No es fácil revertir la desconfianza ni el discurso antipolítico, pero hay acciones que sí están en manos de los partidos políticos, sus dirigentes, militantes y candidatos.

En concreto, frente al discurso que sostiene que el Financiamiento Público es un distractor de recursos, que hay una clase política ajena a los intereses y preocupaciones de los demás, que búsqueda del poder y opacidad son sinónimos, en México sí hay instrumentos y herramientas para mostrar lo contrario. De ahí la pertinencia de la importancia de la Reforma Constitucional de 2014, que definió una fiscalización centralizada en el Instituto Nacional Electoral para que fuera fuerte y homogénea, no fragmentada en sus criterios ni fracturada con decisiones diversas de los distintos Institutos Locales.

Una fiscalización en tiempo real para evitar estrategias de ingeniería contable o maquillaje de Informes de ingresos y gastos. Una fiscalización con severas sanciones e incluso, con consecuencias delicadas por rebase de topes como nulidad en caso de un triunfo obtenido con base en el derroche.

Los partidos políticos enhorabuena, entendieron el nuevo reclamo democrático, el de la transparencia en sus fuentes de financiamiento y en el destino de sus gastos.

El poder Reformador de la Constitución Política fortaleció la regulación del uso de recursos económicos, para así legitimar la actividad política haciéndola más transparente sujeta a exigencias de rendición de cuentas más exhaustivas.

Ese activo a favor de la democracia que es la herramienta de la fiscalización exigente, ahora debe ser usada a plenitud, debe aplicarse a cabalidad. Si desdibujamos por la vía de los hechos el diseño que perfiló el Legislador de una actividad política sujeta a la fiscalización rigurosa, en vez de revertir la desconfianza en la política contribuiremos a sus detractores, alimentaremos hacia los partidos políticos y el desprecio a la vía electoral.

Al Instituto Nacional Electoral le preocupan los datos del Informe, pero como autoridad responsable su estrategia no puede ser, como no puede o no debería ser la de ninguna autoridad del Estado Democrático, la negación de la realidad, el soslayar problemas o la complicidad con las conductas que debe inhibir y sancionar en los sujetos regulados en partidos políticos y candidatos.

Hemos dicho que 2 de cada 3 candidatos no han reportado una sola operación de ingreso o gasto, en promedio por cada candidato registrado se han asentado sólo 2.88 por ciento en operaciones, no se llega a los 3 movimientos por candidato.

Por partido político en promedio las operaciones más bajas son de Movimiento Ciudadano, Nueva Alianza y Encuentro Social con 1.4 por ciento en operaciones por partido político, 1.5 operaciones promedio por candidato en los casos del Partido del Trabajo y MORENA, 1.6 operaciones por candidato del Partido Verde Ecologista de México, 2.1 operaciones por candidato del Partido Revolucionario Institucional, 2.9 operaciones por candidato del Partido de la Revolución Democrática y 4.6 operaciones por candidato de Acción Nacional, las coaliciones en promedio reportan 4.1 por candidato y los independientes presentan un promedio de 5 operaciones por candidato; mientras que el mejor cumplimiento lo protagonizan los partidos políticos locales con 9.5 operaciones promedio por candidato.

Otro ángulo de análisis que permiten las cifras que el Informe hace pública, es que el cumplimiento en el reporte de operaciones es asimétrico, según el cargo que se persigue.

Si los candidatos que han hecho uso del Sistema son sólo 33 por ciento del total, sube hasta el 95 por ciento en el caso de los candidatos a Gobernador, pero cae al 36 por ciento en el caso de los candidatos a Diputados Locales y sólo el 28 por ciento de quienes contienden por una Presidencia Municipal.

No se debería rendir cuentas sólo para los cargos más importantes, toda la política, todos los candidatos, sobre todo los que buscan un cargo de Gobierno o de representación más cercano al elector también deberían estar acreditando ante la autoridad día a día de dónde provienen sus recursos y cómo los gastan.

Ofrecemos también en este Informe datos del monitoreo de espectaculares, hemos acreditado 6 mil 876 en las 14 entidades donde habrá elecciones el próximo 5 de julio. 

No deja de llamar la atención que en la Ciudad de México, Oaxaca, Puebla, Tlaxcala y Veracruz haya más espectaculares detectados por la autoridad que operaciones de gasto registradas por los actores políticos.

Ojalá que a partir de estos Informes no se confunda el mensajero con el mensaje, el mensajero es la autoridad que está poniendo frente a los partidos políticos en realidad un espejo, el reflejo de sus acciones o en este caso omisiones en la obligación Constitucional y legal de rendir cuentas.
